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Santa Clara de Uchunya y la defensa del territorio indígena en la Amazonía peruana
Por: Álvaro Másquez Salvador
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Miembros de la Comunidad de Santa Clara de Uchunya y la FECONAU

Fuente: Propia
Introducción
La Comunidad Nativa de Santa Clara de Uchunya es parte del pueblo shipibo-conibo y se ubica en la región de Ucayali, en el oriente peruano. La comunidad, que conforman alrededor de 500 personas, pertenece a la gran Amazonía y, como muchas en la región, debe enfrentar las consecuencias de un neoextractivismo cada vez más feroz, que amenaza directamente su subsistencia.
Desde 2014, los agrocultivos de palma aceitera (Elaeis guineensis) son su principal problema. Entonces, trabajadores de la empresa Plantaciones de Pucallpa (hoy, Ocho Sur P.) invadieron siete mil hectáreas de bosques primarios, al interior del territorio de la comunidad, y las arrasaron por completo para su explotación agroindustrial. Hoy, interminables filas de palma aceitera se han apoderado del escenario.

Santa Clara de Uchunya jamás fue informada ni, mucho menos, compensada por la pérdida y destrucción de sus tierras. El Estado guardó silencio. Y aquello fue solo el principio. En adelante, la actividad palmicultora ha venido causando tráfico de tierras, especulación, despojo, deforestación y violencia. 

La comunidad, sin embargo, eligió resistir los ataques de la empresa palmicultora y la apatía de los funcionarios públicos mediante diversos mecanismos de lucha: legales, mediáticos y políticos, con el anhelo de sentar un precedente que sirva de ejemplo a los pueblos indígenas del mundo. 

El presente artículo pretende graficar su situación actual, con relación a los daños sociales y ambientales que han sufrido, así como algunas de las principales acciones que vienen emprendiendo, en un contexto de neoextractivismo galopante –que antepone los intereses de las industrias agroalimentarias– y apartheid institucional, donde es clara la asimetría del poder entre los actores involucrados.

1. Palma aceitera e industria agroalimentaria en el Perú
En mayo del año 2000, el Gobierno peruano declaró de interés nacional la instalación de plantaciones de palma aceitera
. Pero el cultivo no era nuevo en el país. Ya en 1973, durante el gobierno militar, se había registrado la primera experiencia de una plantación piloto en la provincia de Tocache (San Martín), a cargo de la Empresa para el Desarrollo y Explotación de la Palma Aceitera. Hasta 1980, esta empresa pública sembró un total de 5,273 hectáreas (MINAGRI, 2001: 5). En los años posteriores, la palma aceitera se expandió hacia nuevos ejes, que son actualmente tres: el Alto Huallaga (Huánuco), la carretera Federico Basadre (Huánuco y Ucayali) y el eje carretero Tarapoto-Yurimaguas (San Martín y Loreto) (Dammert Bello, 2015: 18, 19).

Esta expansión siguió recibiendo el respaldo del Estado a través de sus políticas agrarias, plasmadas en normas legales y en el propio discurso institucional. Es así como, en primer lugar, el Ministerio de Agricultura (MINAGRI) aprobó el Plan Nacional de Promoción de la Palma Aceitera 2000-2010
. Años más tarde, en 2005, se conformó el Comité Técnico de Coordinación para la Promoción de la Cadena Productiva Palma Aceitera
. En 2016, el Gobierno Regional de Ucayali aprobó el Plan de Competitividad de la Palma Aceitera 2016-2026
, mientras el MINAGRI publicó una propuesta de Plan Nacional de Desarrollo Sostenible de la Palma Aceitera en el Perú 2016-2025
.

En parte, el Estado justificó la promoción del cultivo como alternativa a coca, con la intención de reforestar tierras ya arrasadas. Para esto, contó con el auspicio de la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. No obstante, el rol del organismo internacional ha sido más que cuestionado, tras denunciarse la coexistencia de cultivos de coca y palma aceitera en la Amazonía (Kené, 2016).
Por otro lado, la demanda global del cultivo se ha incrementado vertiginosamente durante las últimas décadas. El aceite de palma es utilizado para la elaboración de una multitud de productos, desde cosméticos y alimentos hasta biodiésel. Es así como el Sudeste Asiático, hasta hoy zona tradicional para su cultivo, ya no puede darse abasto. Esto ha forzado a los empresarios a buscar nuevas áreas de cultivo en la Amazonía peruana y colombiana, principalmente, pues reúne condiciones óptimas.
Como resultado, los cultivos de palma aceitera en el Perú ocupan en la actualidad más de 60 mil hectáreas; es decir, el cuádruple de la extensión que ocupaban en el año 2000. Aún peor, si se cuentan los proyectos en trámite o implementación, en el corto plazo estos podrían superar las 173 mil hectáreas (Dammert Bello, 2015: 18, 19), con los impactos sociales y ambientales que ello supone. 

A decir del sociólogo Juan Luis Dammert, en referencia a esta expansión, nos encontramos frente a un fenómeno de acumulación por desposesión, que tiene por finalidad favorecer a intereses privados. Sostiene, en el largo plazo, que la Amazonía avanzaría «hacia un esquema de aprovechamiento de recursos naturales altamente excluyente y orientado a la privatización de los recursos naturales bajo narrativas de eficiencia y productividad» (Dammert Bello, 2015: 61, 62). 

La Amazonía peruana, otra vez, es vista prioritariamente como fuente de recursos naturales, antes que tierra habitada o reserva de diversidad biológica y cultural. La agroindustria de la palma aceitera en el Perú –como la soja en Argentina o la caña de azúcar en Brasil– es producto de lógicas neoextractivistas, donde el producto sirve para la exportación y como commodity de especulación en el mercado financiero (Swampa, 2014: 31), en el marco de un proceso de transformación contemporánea de la agricultura y la producción de alimentos, pensada la triada global alimento-forraje-combustible (Gorestein y Ortiz, 2016: 64). 

2. Pueblos indígenas y apartheid institucional
Por otro lado, es oportuno destacar un componente estructural presente en los problemas que afectan a los pueblos y comunidades indígenas en todo el Perú, como Santa Clara de Uchunya. Si bien es cierto, son lógicas neoextractivistas y un marco jurídico débil los que han propiciado la violación de sus derechos, no es menos cierto que aquella es primordialmente fruto del apartheid institucional que sufre la comunidad, en particular, y la población –indígena y no indígena– que habita en la Amazonía peruana, en general.

Este término, empleado por García Villegas y Espinosa, supone que estas poblaciones «carecen del derecho a vivir en una comunidad política en donde se reconozcan y protejan [sus] derechos» por vivir en espacios desamparados, en razón de la debilidad del Estado, incapaz de hacer valer sus derechos en la realidad (García Villegas y Espinosa, 2013: 12). Es decir, este apartheid se traduce en el abandono institucional de la población que habita en grandes porciones del territorio nacional, donde la presencia estatal es nula o escasa, como es el caso de los pueblos indígenas amazónicos (Ruiz Molleda y Másquez Salvador, 2018: 38).

Es así también, bajo esta premisa, que debemos entender las luchas de la comunidad, el grado de eficacia de sus acciones y de las respuestas que les ofrece el Estado. Por ejemplo, cuando desean interponer una denuncia, pero la estación policial más próxima, en Requena, se ubica a una hora de distancia en automóvil; o cuando se exige que se investiguen más rápidamente los delitos cometidos en la comunidad, pero no existen las condiciones logísticas mínimas para investigar delitos en campo o el personal fiscal tiene dificultades para trasladarse fuera de Lima o Pucallpa.

3. El grupo Melka y la comunidad
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Vivienda en la comunidad

Fuente: Propia
Ucayali ha sido la región que ha experimentado la mayor expansión palmicultora durante los últimos años, siendo actualmente la que mayor cantidad de cultivos de palma aceitera registra en el país (Gestión, 2018). A los actores corporativos tradicionales, además, se les ha sumado el grupo Melka. Hoy en día, las empresas financiadas por el checo-estadounidense Dennis Melka, Ocho Sur P. y Ocho Sur U.
, poseen dos grandes plantaciones en la región: los denominados fundos Tibecocha y Zanja Seca. Ambos poseen alrededor de 7 mil y 5 mil hectáreas, respectivamente.

Esta expansión palmicultora, sin embargo, se ha visto reñida con la protección del medio ambiente y los derechos de los pueblos indígenas locales, incluso se la ha relacionado con múltiples escándalos de corrupción de funcionarios públicos. Así lo demuestra el emblemático caso de Santa Clara de Uchunya. 

Hacia fines de 2012, cientos de trabajadores de la empresa Plantaciones de Pucallpa ingresaron en el territorio de la comunidad, amparados por constancias de posesión o títulos de propiedad otorgados en forma ilegal por la Dirección Regional Sectorial de Agricultura de Ucayali (DRSAU). Tiempo antes, la entidad gubernamental otorgó derechos sobre la tierra a 212 traficantes, agrupados en la Asociación de Productores Agropecuarios Las Palmeras de Tibecocha. Cada uno recibió un predio, cuya extensión oscilaba entre 1 y 50 hectáreas. En total, el Estado les entregó 6.845 hectáreas. La comunidad jamás fue informada de estos procedimientos administrativos.

Los traficantes, tras haber inscrito sus títulos en el Registro de Predios Rurales, vendieron sus propiedades simultáneamente a la empresa palmicultora, en lo que constituyó un acto de acaparamiento de tierras y desposesión de la población indígena. A aquella gran plantación, alambrada y fuertemente vigilada, la denominaron Fundo Tibecocha.

4. Daño ambiental y social
Rápidamente, se deforestaron 6824.39 hectáreas de bosques primarios en el lugar, el 99,69% del Fundo Tibecocha, y construyeron carreteras en su interior. Así lo reconoció la Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios del Ministerio de Agricultura (DGAAA) en septiembre de 2015, en el marco de un procedimiento administrativo sancionador seguido contra Plantaciones de Pucallpa, tras la denuncia realizada por Santa Clara de Uchunya
. La DGAAA, además, determinó que la empresa no contaba con certificación ambiental para llevar a cabo sus actividades; es decir, no disponía entonces de un instrumento de gestión ambiental. Por último, advirtió que la empresa se instaló en suelos forestales, no aptos para las actividades agrícolas, lo cual está proscrito por la legislación peruana.

Asimismo, la DGAAA enlistó –como impactos ambientales «de carácter significativo»– los siguientes: 
a. Contribución al aumento de las emisiones de Gases de Efecto Invernadero, a partir de la pérdida del carbono almacenado en la biomasa, por encima y debajo del suelo, cuando se elimina la cobertura boscosa.

b. Costo de oportunidad por la pérdida de los servicios ambientales que prestaba el bosque, como el secuestro de carbono y también como almacén de carbono.

c. Los cultivos de palma aceitera son pobres sustitutas a los sistemas de bosques tropicales nativos.

d. Afectación a la biodiversidad de hábitats (flora y fauna), debido a la fragmentación.

e. Degradación de los suelos por mal planteamiento y/o uso adecuado de maquinaria.

f. Contaminación de suelos y aguas por el uso de pesticidas, herbicidas y fertilizantes químicos
.
Como resultado, se ordenó a Plantaciones de Pucallpa, como medida preventiva, la paralización de sus actividades agrícolas intensivas en el Fundo Tibecocha. Sin embargo, esta decisión fue incumplida. Meses más tarde, en mayo de 2016, un fiscalizador del MINAGRI se presentó en la plantación, con el objeto de verificar el cumplimiento de la suspensión, y encontró a cerca de 60 trabajadores en la zona laborando con normalidad. 

Durante la diligencia, debemos resaltar, los trabajadores impidieron el ingreso del fiscalizador y su comitiva dentro de la plantación, bajo el pretexto de no contar con autorización del propietario. Los trataron con prepotencia y amenazaron utilizando machetes y otras herramientas a su disposición. El fiscalizador, visiblemente amedrentado, optó por levantar un acta en las afueras. A simple vista, pudo observar plantaciones de palma aceitera hasta donde le alcanzó la vista, en un radio de 300 metros y más. Es decir, constató que la empresa había continuado irregularmente sus operaciones
.

Por esta razón, la DGAAA determinó la responsabilidad administrativa de Plantaciones de Pucallpa y la sancionó con dos multas, por una suma aproximada de 150 mil dólares estadounidenses (493,750 soles peruanos). La empresa apeló esta sanción y, aún a la fecha, esta viene litigándose ante la Corte Superior de Justicia de Lima.

Mientras tanto, la empresa continuó y continúa sus operaciones en el Fundo Tibecocha, al interior de Santa Clara de Uchunya. Igualmente, nuevas invasiones –cada vez más numerosas y agresivas– amenazan a la comunidad. Según señalan sus autoridades, estas serían promovidas por la empresa, dado su interés de adquirir nuevas tierras que le permitan expandir sus actividades agroindustriales en la zona. 

Son muchos los miembros de la comunidad que afirman haber sido amenazados o agredidos por participar en la defensa de su territorio. Es famoso el caso del dirigente Huber Flores, varias veces agredido por el solo hecho de vivir, junto con su familia, en el área que marca el límite entre la comunidad y el Fundo Tibecocha. Ha sido insultado y amenazado por traficantes encapuchados y con armas de fuego. Su casa, quemada hasta los escombros. La última vez, dada la gravedad de los hechos, debió ser reubicado temporalmente en Lima, junto a su esposa. 

Incluso el propio jefe de la comunidad, Carlos Hoyos, al igual que los dirigentes James Lozano, Richard Fasabi e Iván Flores, señalan haber sido objeto de amenazas. Sujetos se han presentado en los linderos de la comunidad armados y en repetidas ocasiones, generando pánico e intimidación entre la población. En respuesta, la comunidad viene implementando un plan de vigilancia territorial y patrullaje. Los traficantes desean poseer cada vez más tierras y la comunidad es un obstáculo. 

Lo cierto es que, producto de la intrusión de la empresa, la especulación de la tierra es hoy un grave problema en todo el distrito de Nueva Requena, donde se encuentra la comunidad. En palabras del ingeniero forestal Roberto Kometter:
La llegada de las empresas palmicultoras a Nueva Requena y sus “modus operandi”, han generado el desgobierno y la anarquía en la zona, en relación con la propiedad de la tierra, generándose invasiones, superposiciones, luchas entre posesionarios, llegando inclusive hasta el asesinato. La presencia de las empresas y la apertura de una carretera de acceso afirmada a sus predios con apoyo de la municipalidad distrital de Nueva Requena han impulsado una migración intensiva al distrito, para ocupar tierras cerca de los predios de las mencionadas empresas con la finalidad de especular con ellas. Los migrantes ocupan las tierras, deforestan unas cuantas hectáreas y ponen a la venta las tierras ocupadas (Kommeter Mogrovejo, 2018: 16). 
Este escenario ha generado una ola de violencia en toda la región. Posiblemente, su punto más álgido ocurrió en septiembre de 2017, cuando seis agricultores del caserío de Bajo Rayal fueron torturados y asesinados por traficantes de tierras
. Según señalaron sus familiares y sobrevivientes de la masacre, ellos se resistieron a abandonar las tierras donde vivían, pese a las amenazas de muerte.

Lamentablemente, la especulación de la tierra sigue siendo promovida desde las propias autoridades regionales. Isaac Huamán Pérez, director de la DRSAU, actualmente impulsa la llamada Coordinadora Regional de Cuencas Afectadas por el Bosque de Producción Permanente. Esta busca anular la protección legal de los bosques en el distrito, donde no es posible otorgar derechos ni realizar actividades agrícolas, y obtener su propiedad en pequeñas parcelas, para el cultivo de arroz y palma aceitera (Sierra Praeli, 2017). 

Por ello, la comunidad ha optado por nuevas acciones de resistencia frente a la empresa y los traficantes de tierras.
5. Las luchas de la comunidad 
[image: image3.jpg]



Movilización de la comunidad y la FECONAU en Pucallpa, el pasado 5 de junio

Fuente: Kené
Santa Clara de Uchunya, desde que sufrió el despojo de sus tierras, decidió resistir a la empresa y reivindicar sus derechos como pueblo indígena. Ya en agosto de 2015, la comunidad había denunciado la invasión ilegal de su territorio para el cultivo de palma aceitera. Para esto, contó con el apoyo político y logístico de la Federación de Comunidades Nativas de Ucayali (FECONAU)
. Desde entonces, son ellos su principal aliado.

En paralelo, la comunidad solicitó formalmente al Gobierno Regional de Ucayali la titulación de su territorio ancestral. Pues, precisamente, fue la falta de seguridad jurídica en que se encontraba –sin un título de propiedad que reconozca su posesión del territorio ancestral– la que originó que sus tierras sean entregadas a los traficantes
.

Aquella primera denuncia apenas apuntó a la empresa, sin detallar la manera en que el delito fue cometido o la identificación de sus responsables. El caso fue recibido por la Primera Fiscalía Provincial Corporativa Especializada en Materia Ambiental de Ucayali. Meses después, en septiembre de 2015, la comunidad amplió su denuncia por delitos ambientales y contra la administración pública. Esta vez contra Dennis Melka, trabajadores de la empresa y del Gobierno Regional de Ucayali.

Sin embargo, no fue hasta fines de 2015 que la comunidad, con el respaldo de Forest Peoples Programme y el Instituto de Defensa Legal, apostó por una estrategia de litigio estratégico, enfocada en combatir el despojo territorial, la deforestación y la desprotección de los defensores y defensoras indígenas de derechos humanos.

Dicha se estrategia se compuso de tres componentes, transversales e interdependientes: legal, de redes y de incidencia pública. 

5.1. La estrategia legal
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Huber Flores, tras ser reubicado en Lima, con el mapa del territorio ancestral de la comunidad

Fuente: Propia
Desde el principio, la comunidad tuvo claro lo que quería: la devolución y titulación de su territorio ancestral, la expulsión de la empresa palmicultora y la restitución de sus bosques y ecosistemas. Es decir, la reivindicación de sus derechos territoriales y ambientales.

En buena cuenta, su situación había sido el resultado directo del limbo jurídico que padecían. Por ello, la primera y más importante acción legal que se planificó buscó garantizar el reconocimiento legal de la propiedad de la comunidad y la reparación de los graves daños ambientales causados por la empresa.

Según el cálculo realizado por sus líderes y ancianos, el territorio ancestral de Santa Clara de Uchunya se extiende desde la ribera del río Aguaytía hasta las faldas de la Cordillera Azul, en la frontera con la región de Loreto, en un total de 86,713 hectáreas. Una parte, como es sabido, se superpone al Bosque de Producción Permanente de Nueva Requena. La otra, ha sido ocupada por Plantaciones de Pucallpa y traficantes de tierras, individualmente o reunidos en asociaciones.

La acción legal se tradujo en una demanda de amparo, de trámite en la especialidad constitucional, presentada ante el Juzgado Mixto de Campoverde en abril de 2016. La elección de la vía procedimental corresponde a lo que, desde el Instituto de Defensa Legal, denominamos litigio constitucional estratégico
. 

Ello, pues la estructura formal de los procesos constitucionales –como el de amparo– posee la flexibilidad suficiente y el diseño adecuado para tutelar los derechos de un pueblo indígena. Son, dentro de la copiosa maleza de procesos y procedimientos judiciales, los más cercanos a lo que pudiera considerarse culturalmente adecuado. Mas no por sus características en sí mismas, sino por la elasticidad que puede brindarle un abogado litigante.

La demanda fue dirigida contra el Gobierno Regional de Ucayali, la Oficina Registral de Pucallpa de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos y la empresa. Para esto, la comunidad alertó la violación de sus derechos a la propiedad comunal, el territorio, el medio ambiente, los recursos naturales y la identidad cultural. Exigió, en consecuencia, que se declaren sin efecto jurídico –por inconstitucionales– los contratos de compraventa por los que la empresa se hizo con la propiedad del Fundo Tibecocha; la paralización de sus actividades; la restauración ambiental y el reconocimiento de los derechos de la comunidad sobre el territorio. Esto último, en el marco de un procedimiento de titulación idóneo, participativo y respetuoso de la diversidad cultural.

El caso fue rechazado en primera y segunda instancia. El juez de Campoverde consideró que la comunidad no cumplió con los requisitos de procedimiento. Este mismo criterio fue compartido por la Sala Civil de Pucallpa. De tal forma, el expediente fue elevado al Tribunal Constitucional, el de más alta jerarquía en cuestiones constitucionales en el Perú. La comunidad confía en el buen criterio de sus magistrados y magistradas. No obstante, lamenta también el retraso en la administración de la justicia.

Por otro lado, la comunidad sigue de cerca el desarrollo del proceso penal que inició en 2015. Aquí, aunque cueste creer, los retrasos son aún mayores. Hacia junio de 2018, aún no habían concluido las investigaciones contra los presuntos responsables de los delitos cometidos contra la comunidad. Uno de los pocos avances ha sido la formalización de la investigación preparatoria. Esto significa que el fiscal, entonces titular de la Fiscalía Ambiental de Ucayali, reconoció en forma preliminar la ilicitud de los hechos denunciados y estableció la presunta responsabilidad de los sujetos involucrados. Entonces, determinó la existencia de una organización criminal, conformada por empresarios, traficantes y funcionarios públicos, culpables de cometer tanto delitos ambientales como contra la administración pública.

Actualmente, las investigaciones comprenden a 25 personas; entre ellas, Dennis Melka, Alfredo Rivera Loarte, Bernardo Agurto Rojas, Wilfredo Caballero Carrasco e Isaac Huamán Pérez. Dada su complejidad, el caso ha sido trasladado a Lima, donde se encuentra a cargo de la Primera Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada Contra la Criminalidad Organizada.
Asimismo, la comunidad ha optado también por emplear procedimientos administrativos para cuestionar las nuevas demandas de posesión otorgadas dentro de su territorio. Pues, desde la presentación de la demanda de amparo en 2016, la DRSAU ha continuado parcelando el territorio comunal y entregándolo a traficantes. Esta línea de acción, sin embargo, es más reducida en la medida en que las nuevas constancias o títulos son entregados en forma poco transparente y accesible para la comunidad.

En el plano internacional, presentaron una queja formal contra la empresa ante la Mesa Redonda de Aceite de Palma Sostenible (RSPO, por sus siglas en inglés)
. En ella se denunció la destrucción de más de 6 mil hectáreas de bosques en su territorio ancestral y sus graves impactos ecológicos, así como las agresiones y amenazas que han sufrido dirigentes y otros miembros de la comunidad. 

En abril de 2016, la RSPO ordenó preliminarmente a la empresa la detención de sus trabajos en el Fundo Tibecocha. La organización determinó que la empresa había violado los Procedimientos para Nuevas Plantaciones de Palma Aceitera, pues no realizó estudios de impacto ambiental antes de iniciar sus actividades, ni evaluó si las tierras impactadas eran de alto valor de conservación o si obtuvieron el consentimiento previo, libre e informado de la comunidad. Por último, la RSPO recordó a la empresa que la intimidación de comunidades está terminantemente prohibida. 

Sin embargo, días antes que la RSPO tomase su decisión final sobre la queja, la empresa renunció a su filiación a la organización. Se retiró en forma intempestiva, por lo cual la resolución jamás fue publicada, pese a los reclamos de la comunidad.

Es de mencionar, además, las acciones dirigidas al Sistema Universal de Protección de los Derechos Humanos. Al respecto, la situación de agresiones y amenazas a miembros de la comunidad ha sido reportada a la Relatoría Especial sobre la Situación de los Defensores de los Derechos Humanos y, con relación a la problemática de la tierra y los recursos naturales, al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (FPP, 2018).

De nuevo en el plano local, la comunidad y la FECONAU han retomado la discusión pública sobre la manera en que se hacen las políticas agrarias en el Perú. Ello, con relación a la propuesta de Plan Nacional de Desarrollo Sostenible de la Palma Aceitera en el Perú 2016-2025 –elaborada por el Ministerio de Agricultura y aclamada por la Junta Nacional de Palma Aceitera del Perú (JUNPALMA)–, que pretendía ser aprobada sin haber sido consultada con los pueblos indígenas.

El Plan Nacional, que promueve y planifica la expansión de la palma aceitera en el país durante los próximos diez años, no contenía medida alguna de protección a los pueblos indígenas, a pesar de que muchas de las próximas plantaciones se instalarían sobre sus territorios. La situación era aún más precaria en los casos de comunidades, como Santa Clara de Uchunya, sin inscripción registral o un título de propiedad. Los riesgos de superposición eran (y son) muy altos.
FECONAU, como organización representativa del pueblo shipibo-conibo, solicitó formalmente que el Plan Nacional sea consultado con la población indígena. El MINAGRI rechazó hacerlo y, en vía de apelación, el Viceministerio de Interculturalidad ordenó la consulta (Másquez Salvador y Ruiz Molleda, 2017)
. La entidad consideró que el Plan Nacional podría afectar el derecho de trece pueblos indígenas, referencialmente, a la elección de sus prioridades de desarrollo, «dado que el incremento del cultivo de palma aceitera podría influir en la permanencia del uso de recursos en tierras o territorios de pueblos indígenas, en la situación de las tierras que se encuentran en posesión o en proceso de titulación, así como en aquellas aledañas a nuevas plantaciones de palma»
. 

Hasta la fecha, el MINAGRI se ha abstenido de continuar con la aprobación del Plan Nacional, pese a las críticas de JUNPALMA, por lo que no ha iniciado procedimiento de consulta alguno. 

Finalmente, la comunidad planea aún nuevas acciones legales, que le permitan lograr sus objetivos en el corto y mediano plazo. Pero, como hemos señalado, la estrategia legal es siempre acompañada por una de redes y otra de incidencia pública.

5.2. La estrategia de redes e incidencia pública
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Movilización de la comunidad y la FECONAU en Pucallpa, el pasado 5 de junio

Fuente: Kené
La defensa de los derechos ambientales y territoriales de Santa Clara de Uchunya ha cobrado cada vez mayor notoriedad. Es por ello que la comunidad ha contado con el respaldo de numerosas instituciones de la sociedad civil del Perú y el mundo. Destacan, además de las ya mencionadas, Kené – Instituto de Estudios Forestales y Ambientales, Oxfam Perú, Environmental Investigation Agency y Proética, entre varias otras. Estas han respaldado las luchas de la comunidad en muy variadas formas. 

Así, se han desplegado esfuerzos conjuntos para lograr que los reclamos de la comunidad alcancen los medios de comunicación masiva y sean reproducidos entre la sociedad peruana en su conjunto, incluyendo a los actores estatales y el sector empresarial. Dichos esfuerzos, liderados por la comunidad, han sido exitosos. El problema de Santa Clara de Uchunya y los riesgos de la expansión irresponsable de la palma aceitera en la Amazonía han sido expuestos en medios de comunicación tradicionales (El Comercio, La República, Canal N, Panamericana Televisión, Ideeleradio, El País, The Guardian, Deutsche Welle) y alternativos (Mongabay, Convoca.pe, Útero.pe, LaMula.pe, Servindi).

La cobertura ha sido además variada. Desde notas informativas y entrevistas hasta periodismo de investigación. Este último, útil para documentar la manera en que operan las empresas y traficantes de tierras en la Amazonía peruana. Asimismo, es de resaltar la cobertura periodística de las amenazas a miembros de la comunidad, como Huber Flores o Carlos Hoyos, en relación con el tráfico de tierras y la deforestación. Aquellas noticias, en especial, gozaron de buena recepción en el público y permitieron hacer audibles las voces de la comunidad en todo el país e incluso en el exterior.

La exposición del problema en medios, sin embargo, no sirve para resolverlo en sí mismo. Por ello, estas intervenciones públicas son acompañadas de campañas de incidencia ante las instituciones públicas y organismos internacionales, así como de una continua e imprescindible movilización social. La comunidad y la FECONAU, en ese sentido, han sostenido diversas reuniones con actores clave durante los últimos años. La deforestación, el tráfico de tierras y la vulnerabilidad de los defensores y defensoras indígenas de derechos humanos son sido tal vez los temas más recurrentes. 

Hoy en día, la comunidad exige también que el Estado provea mecanismos efectivos y eficientes para la protección de quienes tienen por labor la defensa de los derechos humanos, especialmente dentro de los pueblos indígenas, como vía para contrarrestar su enorme vulnerabilidad y evitar nuevas violaciones en sus derechos, ya sea por la acción de intereses corporativos (más o menos legales) o el simple abandono del Estado.

Finalmente, este análisis nos remite también a un componente político. La comunidad y la FECONAU han sido capaces de plantear sus exigencias, en forma propositiva, al Gobierno Regional de Ucayali y al propio Gobierno Central. Movilización social, expresada en eventos públicos o protestas, las han convertido en actores importantes para discutir sobre políticas públicas que afectan derechos de los pueblos indígenas. Así lo demuestran, por ejemplo, el evento público «Plantaciones de gran escala en la Amazonía: situación y perspectiva», que el pasado febrero reunió a indígenas, palmicultores y funcionarios de la DRSAU; o la reciente manifestación por la reivindicación de los derechos colectivos e individuales de los pueblos indígenas, que hace unas semanas convocó a cientos de indígenas en las calles de Pucallpa.

Aunque aún no se les presta la atención que exigen y merecen, la comunidad y la FECONAU sí poseen la capacidad suficiente para mostrarse como actores con capacidad de movilización de masas entre la población indígena, e interlocutores con el Estado y la empresa privada. La futura eficacia de sus acciones, en buena cuenta, dependerá del éxito político que hoy obtengan.

6. Conclusiones
A continuación, es posible obtener del presente artículo las siguientes conclusiones: 

1. La Comunidad Nativa de Santa Clara de Uchunya tiene hoy como principal desafío la defensa de su territorio ancestral y recursos naturales frente a la expansión de la agroindustria de la palma aceitera. La empresa Plantaciones de Pucallpa (ahora Ocho Sur P.) se instaló desde fines de 2012 en su territorio, mediante una estrategia ilegal de acumulación de la tierra, en complicidad con funcionarios de la DRSAU. Entonces, arrasaron casi 7 mil hectáreas de bosques primarios para el cultivo intensivo de palma aceitera, lo cual generó terribles daños sociales y ambientales a la comunidad. Igualmente, se han registrado episodios lamentables de amenazas y agresiones contra sus líderes, defensores y defensoras de derechos humanos, por parte de traficantes de tierras, presuntamente ligados a la empresa. 

2. En la zona, existe un grave problema de especulación de la tierra que viene generando violencia y, sin embargo, esta sigue siendo promovida por el Estado. Las políticas agrarias, nacionales (MINAGRI) y regionales (Gobierno Regional de Ucayali), apuntan a seguir promoviendo la industria palmicultora en el Perú y Ucayali, mediante planes de desarrollo. Aquello, en un contexto de consolidación de un discurso neoextractivista, donde se prioriza la explotación económica productiva de la Amazonía. A la par, los pueblos indígenas son vistos como un actor social poco o nada visible, dada la situación de apartheid institucional que padecen. Esto genera que su capacidad de ejercer derechos se vea reducida, así como la eficacia de cualquier acción implementada desde el Estado para su protección.

3. En respuesta, la comunidad realizó incontables esfuerzos por alcanzar la reivindicación de sus derechos ambientales y territoriales. Primero, mediante acciones aisladas y, posteriormente, a través de una estrategia de litigio estratégico, que en varios momentos ha contado con el respaldo de la sociedad civil. En este contexto, han iniciado acciones legales destinadas la devolución y titulación de su territorio ancestral, la expulsión de la empresa y la restitución de sus bosques y ecosistemas. La comunidad aguarda con optimismo el desarrollo y conclusión de estos procesos. En paralelo, estrategias de redes y mediáticas le han permitido visibilizar exitosamente las violaciones a sus derechos humanos, así como el problema de la agroindustria de la palma aceitera en el Perú. Por último, le han permitido posicionarse –junto con la FECONAU– como un actor político representativo en la discusión de los derechos de los pueblos indígenas amazónicos.
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	El autor es bachiller en Derecho por la Universidad de San Martín de Porres (Perú). Es especialista legal del Instituto de Defensa Legal y, como tal, está a cargo de la defensa legal de la Comunidad Nativa de Santa Clara de Uchunya.
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	Decreto Supremo N° 015-2000-AG.
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	Resolución Ministerial Nº 0155- 2001-AG.


��
	Resolución Ministerial Nº 0488- 2005-AG.


��
	Ordenanza Regional N° 006-2016-GRU-CR.


��
	Resolución Ministerial N° 0281-2016-MINAGRI. 


��
	Hasta hace poco, denominadas Plantaciones de Pucallpa y Plantaciones de Ucayali, respectivamente.


��
	Resolución de Dirección General N° 270-2015-MINAGRI-DVDIAR-DGAAA.


��
	Ibídem.


��
	Parte de la diligencia fue grabada en vídeo y está en disponible en: � HYPERLINK "https://www.youtube.com/watch?v=rwDIbDE6tw8"��https://www.youtube.com/watch?v=rwDIbDE6tw8�


��
	Las víctimas del asesinato, de acuerdo con la Séptima Región Policial de la Policía Nacional del Perú, fueron Elías Gamonal Mozombite, Jorge Calderón Campos, Orlando Murillo Mendoza, Feliciano Córdova Abad, Alcides Córdova López y José Edil Córdova López.


��
	La FECONAU es una organización indígena, miembro de la Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana, que agrupa a 35 comunidades nativas que habitan en la cuenca del río Ucayali y sus afluentes, pertenecientes a los pueblos shipibo, conibo y shipibo-conibo.


��
	En 1972, la comunidad logró la titulación en propiedad de 210 hectáreas. Sin embargo, los funcionarios del Ministerio de Agricultura emplearon criterios arbitrarios, no consensuados, para la determinación de la propiedad comunal. Aquella era la práctica más usual. Así, solo tuvieron en cuenta las tierras donde los comuneros y comuneras tenían sus viviendas y cultivos más próximos, no así donde poseían cultivos estacionarios o espacios destinados a la pesca, caza y recolección, así como los de uso espiritual y recreativo. 


��
	Llamamos litigio constitucional estratégico a una clase específica de litigo estratégico, que se caracteriza por el empleo de procesos constitucionales para tomar acción frente a violaciones graves o sistemáticas de derechos fundamentales de poblaciones en situación de vulnerabilidad. 


��
	Esta organización reúne a los principales productores, procesadores y comerciantes de aceite de palma en el mundo, entre otros actores, para garantizar la sostenibilidad de sus actividades.


��
	El Viceministerio de Interculturalidad, adscrito al Ministerio de Cultura, es el ente rector en materia de pueblos indígenas en el Perú. Según la Ley N° 29785 y los decretos supremos N° 001-2012-MC y 005-2013-MC, es el encargado de resolver en segunda instancia administrativa las solicitudes de consulta previa formuladas por organizaciones indígenas en el país.


��
	Resolución Viceministerial N° 014-2017-VMI-MC.�






